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El Perú comparte la concepción multidimensional de la seguridad y la perspectiva humana y democrática que recoge la Declaración sobre Seguridad de las Américas del 2003. Pensamos que la Declaración establece los valores compartidos que pueden guiar las acciones nacionales y conjuntas en materia de defensa en nuestra región.

A partir de la Declaración, queda establecida con claridad, por un lado, la obligación de cada Estado de velar por sus necesidades nacionales de defensa y, por el otro, de converger con otros países para enfrentar peligros comunes. La Declaración subraya que los problemas de la seguridad tradicional, de carácter interestatal, deben ser encarados por mecanismos de seguridad colectiva apropiados, en tanto que las nuevas amenazas y desafíos deben ser enfrentados a través de políticas de coordinación y cooperación interestatal.

Como sabemos, la Declaración también subraya que la transparencia en las políticas de defensa contribuye a aumentar la estabilidad y confianza mutua regional. En un período histórico marcado por la consolidación democrática en la región, la transparencia fortalece la legitimidad de nuestros Estados y, al mismo tiempo, afirma un clima de confianza y seguridad regional. La transparencia en los actos de los Gobiernos, particularmente en el manejo de sus presupuestos y cuentas nacionales, así como el acceso a la información pública, contribuye a consolidar la democracia.

En un marco de normas claras, el sector defensa no tiene porqué escapar a este imperativo de transparencia. La llamada “auditoría social” de los gastos de defensa, a través de adecuados niveles de difusión que permitan el conocimiento, análisis y fiscalización públicos, también es necesaria para el desarrollo de nuestras democracias.

Por ello, los países de la región deben continuar participando en el Informe Estandarizado Internacional sobre Gastos Militares de las Naciones Unidas, de acuerdo con la resolución pertinente de la Asamblea General de las Naciones Unidas, tanto a nivel presupuestal como de stocks de armas, en especial la adquisición de nuevas plataformas o activos militares.

En ese contexto, cabe remarcar que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas los países del hemisferio refrendaron el compromiso de continuar realizando esfuerzos para limitar los gastos militares, manteniendo una capacidad que corresponda a sus legítimas necesidades de defensa y seguridad y promoviendo la transparencia en la adquisición de armamentos, y declararon que la aplicación continua de medidas de fomento de la confianza y la seguridad contribuye a la creación de un ambiente propicio para ese propósito.

En vista de ello, es conveniente continuar promoviendo en el hemisferio un ambiente propicio para la limitación de armas convencionales que permita dedicar un mayor número de recursos al desarrollo económico y social de nuestras sociedades. 

Como se sabe, los gastos de defensa en la región tienen niveles muy desiguales de país a país. En algunos países, son extremadamente bajos en relación al PBI y, en otros, están muy por encima del promedio regional y mundial. Es innegable que los gastos excesivos en defensa suscitan en los países vecinos preocupación en los ámbitos oficiales y reacciones de alarma en los ámbitos públicos. No cabe duda que los gastos en defensa, cuando están muy por encima del promedio regional, afectan el clima en que se definen y deciden las medidas de fomento de la confianza en la región. 

A pesar de los principios contenidos en diversos instrumentos internacionales, entre ellos la propia Carta de la OEA y numerosas declaraciones multilaterales surgidas en cumbres regionales, reuniones periódicas de Jefes de Estado y Ministros de Defensa de las Américas, nuestros países no han podido avanzar hasta ahora en el establecimiento de mecanismos eficaces para una real reducción y limitación de gastos de defensa como medida de confianza y seguridad mutua de última generación, con el objetivo de destinar mayores recursos fiscales al financiamiento de otras políticas públicas en materia social. 

Por eso, como paso previo necesario, los Estados del hemisferio deben continuar avanzando en sus esfuerzos subregionales y bilaterales tendientes al desarrollo de una metodología común para la medición de los gastos de defensa. Para el Perú, estudios como el de “Metodología estandarizada común para la medición de los gastos de defensa”, elaborado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), a petición de los Gobiernos de Argentina y Chile, constituyen un avance en el área de medidas de fomento de la confianza y la seguridad. Lo mismo puede decirse de otras iniciativas en marcha en la región con igual propósito, como es el caso de Chile y Perú, que incluyen la participación de la CEPAL y del Centro Regional para la Paz, el Desarme y el Desarrollo en América Latina y el Caribe de las Naciones Unidas (UN-LiREC).

Estos ejercicios de medición estandarizada de gastos de defensa, además de ser medidas de transparencia en la región, contribuyen a crear espacios de distensión y confianza mutua a nivel bilateral entre los países involucrados. Ejercicios de esta naturaleza, ampliando la desagregación de los gastos, permiten observar el comportamiento de aquellos gastos de características operativas (es decir los gastos exclusivos para el entrenamiento y operación de las plataformas militares). Creemos que estos ejercicios también son realizables a nivel multilateral, tanto a nivel sub-regional y regional.

Por otro lado, los países de la región comparten amenazas tradicionales y nuevas amenazas a la seguridad. En vista de ello, junto con la medición estandarizada de gasto de defensa, es necesario que los países compartan informaciones y criterios sobre sus capacidades respectivas de defensa para enfrentar dichos desafíos. 

Algunas de esas capacidades son más relevantes para las legítimas necesidades nacionales de defensa del dominio terrestre, marítimo y aéreo. Otras capacidades de defensa son más relevantes para enfrentar las amenazas compartidas. Ante las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas a la seguridad, es necesario que los Estados de la región mejoren progresivamente sus capacidades de defensa.

Las nuevas amenazas tienen a menudo una naturaleza transnacional, como ocurre con el terrorismo, la delincuencia organizada, el narcotráfico, la corrupción, el tráfico de armas, los desastres naturales, el transporte de materiales peligrosos o el uso y tráfico de armas de destrucción masiva y de sus vectores. 

Por eso, estas nuevas amenazas pueden requerir, en ciertos casos, respuestas conjuntas de varios Estados, en función de sus respectivas capacidades de defensa y siguiendo criterios de complementariedad y de sinergia vecinal.

La transparencia y la medición estandarizada de gastos, como medidas de confianza y seguridad, así como la definición común de capacidades de defensa nacionales son requisitos importantes para establecer convergencias a fin de enfrentar las nuevas amenazas compartidas a nivel regional.

Sobre esa base es posible construir en el hemisferio un clima propicio para iniciar procesos para implementar un modelo de seguridad cooperativa. Esta nueva visión permitiría pasar de un modelo estratégico unilateral de naturaleza defensiva-disuasiva a un modelo multilateral de carácter defensivo-cooperativo. 

Así, el multilateralismo transforma a la defensa en un bien público compartido, un bien publico transnacional y la seguridad cooperativa puede ser un aspecto importante de la colaboración entre los regímenes democráticos del hemisferio, en la línea de la Declaración sobre Seguridad en las Américas.

La seguridad cooperativa ante amenazas compartidas puede desarrollarse a través del fortalecimiento de los mecanismos bilaterales y subregionales existentes o mediante el establecimiento de nuevos acuerdos, por ejemplo en materia de ejercicios militares combinados o de investigación tecnológica en el campo de la defensa. 

Claro está, la seguridad cooperativa también exige reforzar los esfuerzos de transparencia y de medición estandarizada de gastos militares a nivel bilateral y subregional. 

La cooperación en materia de defensa puede tener un efecto multiplicador de la capacidad defensiva de cada país y del conjunto tanto para reaccionar ante peligros como para prevenirlos. Asimismo, dicha cooperación tiene sin duda el efecto de aproximar a las Fuerzas Armadas regionales en la búsqueda de una mayor integración doctrinal y organizativa y de esta forma fomentar escenarios de mayor articulación en los aspectos de seguridad cooperativa.

Teniendo como meta una seguridad cooperativa, es posible que cada país realice esfuerzos para limitar gradualmente los gastos de defensa manteniendo una capacidad de defensa que responda al mismo tiempo a sus legítimas necesidades de seguridad nacional y a sus necesidades de cooperación ante amenazas que comparte con sus vecinos. Así entendida, la limitación de gastos de defensa puede permitir dedicar mayores recursos al desarrollo económico y social de cada país.

Al mismo tiempo, teniendo en cuenta lo señalado, es importante que los países de la región reflexionen sobre las perspectivas futuras de avanzar hacia una seguridad cooperativa a nivel hemisférico a través de esfuerzos regionales de transparencia, de medición estandarizada de gastos a nivel bilateral o multilateral, de definición de capacidades de defensa y, en definitiva, de una comprensión integral y cooperativa de la temática de la limitación de los gastos militares en el hemisferio.

La prioridad de la región es el gasto social productivo, el fomento de la capacidad de generar riqueza, reducir la brecha social y disminuir los niveles alarmantes de pobreza y pobreza extrema que conocen algunos países,  coadyuvando así a mejorar las condiciones de gobernabilidad democrática. En consecuencia, debe procurarse una política de defensa regional que se oriente a un gasto razonable. La construcción de un escenario de seguridad cooperativa es una exigencia que plantean con urgencia nuestras poblaciones a los responsables políticos y sociales de todos nuestros países.
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